
SENTENCIA DEL 30 DE NOVIEMBRE DE 2020, NÚM. 27

Sentencia impugnada: Segunda Sala de la Cámara Penal de la Corte de Apelación de Santo 
Domingo, del 30 de mayo de 2019.

Materia: Penal.

Recurrente: Wanny Calderón de los Santos.

Abogadas: Licdas. Jazmín Vázquez Febrillet y Sarisky V. Castro Santana.

Recurridos: Altagracia Brito Ortiz y compartes.

Abogada: Licda. Ramona Teresa Torres Muñoz.

Dios, Patria y Libertad

República Dominicana

En nombre de la República, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia, regularmente 
constituida por los jueces Francisco Antonio Jerez Mena, Presidente; Fran Euclides Soto Sánchez,
María G. Garabito Ramírez, Francisco Antonio Ortega Polanco y Vanessa E. Acosta Peralta, 
miembros; asistidos del Secretario General, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito 
Nacional, hoy 30 de noviembre de 2020, año 177o de la Independencia y 158o de la 
Restauración, dicta en audiencia pública virtual, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Wanny Calderón de los Santos, dominicano, mayor 
de edad, titular de la cédula de identidad y electoral núm. 012-0082719-2, domiciliado y 
residente en la calle Riviera del Ozama, Los Minas, municipio Santo Domingo Este, provincia 
Santo Domingo, recluido en la Penitenciaría Nacional de La Victoria, imputado, contra la 
sentencia penal núm. 1419-2019-SSEN-00325, dictada por la Segunda Sala de la Cámara Penal 
de la Corte de Apelación del Departamento Judicial de Santo Domingo el 30 de mayo de 2019.

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol. 

Oído a la Lcda. Jazmín Vázquez Febrillet, defensora pública de la provincia de Santo Domingo, 
actuando a nombre y en representación de Wanny Calderón de los Santos, parte recurrente, en 
sus conclusiones. 

Oído a la Lcda. Ramona Teresa Torres Muñoz, abogada adscrita al Ministerio de la Mujer, 
actuando a nombre y en representación de Altagracia Brito Ortiz, Alexandra Brito, Evelyn Brito y 
Ana Rita Durán, parte recurrida, en sus conclusiones.

Oída a la Lcda. Ana Burgos, Procuradora General Adjunta del Procurador General de la República,
en su dictamen.

Visto el escrito de casación suscrito por la Lcda. Sarisky V. Castro Santana, defensora pública, 
quien actúa en nombre y representación de Wanny Calderón de los Santos, depositado en la 
secretaría de la Corte a qua el 28 de junio de 2019, mediante el cual interpone dicho recurso.

Visto el escrito de contestación suscrito por la Lcda. Ramona Teresa Torres, quien actúa en 



nombre y representación de Altagracia Brito Ortiz, Alexandra Brito, Evelyn Brito y Ana Rita 
Durán, depositado en la secretaría de la Corte a qua el 17 de octubre de 2019.

Visto la resolución núm. 001-022-2020-RES-00029, dictada por esta Segunda Sala de la Suprema 
Corte de Justicia el 17 de enero de 2020, la cual declaró admisible el referido recurso de casación
y fijó audiencia para conocerlo el 18 de marzo de 2020, fecha en la cual las partes concluyeron, 
decidiendo la Sala diferir el pronunciamiento del fallo dentro del plazo de los treinta (30) días 
dispuestos en el Código Procesal Penal; término en el que no pudo efectuarse, por lo que se 
rinde en el día indicado al inicio de esta sentencia.

Visto la Ley núm. 25 de 1991, modificada por las Leyes núms. 156 de 1997 y 242 de 2011.

La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia, después de haber deliberado y, visto la 
Constitución de la República; los Tratados Internacionales de Derechos Humanos de los cuales la 
República Dominicana es signataria; las decisiones dictadas en materia constitucional; la norma 
cuya violación se invoca; las sentencias de la Corte Interamericana de Derechos Humanos; así 
como los artículos 70, 393, 394, 399, 400, 418, 419, 420, 423, 425, 426 y 427 del Código Procesal
Penal, modificado por la Ley núm. 10-15, de fecha 10 de febrero de 2015.

La presente sentencia fue votada en primer término por el magistrado Fran Euclides Soto 
Sánchez, a cuyo voto se adhirieron los magistrados Francisco Antonio Jerez Mena, María G. 
Garabito Ramírez, Francisco Antonio Ortega Polanco y Vanessa E. Acosta Peralta.

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los documentos que en ella se refieren, son 
hechos constantes los siguientes: 

a) que en fecha 11de octubre de 2017, la Procuradora Fiscal de Santo Domingo, Lcda. Francia 
Moreno, presentó acusación y solicitud de apertura a juicio en contra del señor Wanny Calderón 
de los Santos, por violación a las disposiciones de los artículos 305, 309-1, 309-2, 309-3 del 
Código Penal Dominicano, en perjuicio de las señoras Altagracia Brito Ortiz, Alexandra Brito, 
Evelyn Brito y Ana Durán.

b) que en fecha 11 de octubre de 2017, las señoras Altagracia Brito Ortiz, Alexandra Brito, Evelyn 
Brito y Ana Durán, por intermedio de sus abogadas, Lcdas. Ramona Teresa Torres y Raysa de la 
Rosa, abogadas adscritas al Ministerio de la Mujer, presentaron acusación particular como partes
querellantes y actoras civiles por violación a los artículos 309-1, 309-2, 309-3 del Código Penal 
Dominicano.

c) que en fecha 16 del mes de marzo de 2018, el Segundo Juzgado de la Instrucción del Distrito 
Judicial de Santo Domingo emitió la resolución núm. 579-2018-SACC-00136, mediante la cual 
admitió de forma total la acusación presentada por el Ministerio Público y la parte querellante y 
envió por ante el tribunal de juicio al señor Wanny Calderón de los Santos por violación a las 
disposiciones de los artículos 309-1, 309-2, 309-3 del Código Penal Dominicano, en perjuicio de 
las señoras Altagracia Brito Ortiz, Alexandra Brito, Evelyn Brito y Ana Durán.

d) que para el conocimiento del fondo del asunto fue apoderado el Primer Tribunal Colegiado de
la Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, el cual 
en fecha 26 de julio del 2018 emitió la sentencia marcada con el núm. 54803-2018-SSEN-00536, 
cuya parte dispositiva dice lo siguiente: 



“PRIMERO: Rechazan la Solicitud de cese de prisión preventiva por vencimiento de duración 
máxima, formulada por el Lcdo. César Marte, en representación del imputado Wanny R. 
Carderón de los Santos, por los motivos glosados de manera inextensa en el cuerpo de la 
presente sentencia; SECUNDO: En cuanto al fondo, Declaran al ciudadano Wanny R. Carderón de 
los Santos, de generales de ley dominicano, mayor de edad, titular de la cédula de identidad y 
electoral núm. 012-0082719-2, domiciliado y residente en la calle Riveras del Ozama, núm. 6, Los
Mina, Santo Domingo Este, provincia Santo Domingo, República Dominicana, culpable de los 
crímenes de Violencia de Género, Contra la Mujer, Doméstica o Intrafamiliar previstos y 
sancionados por los artículos 305, 309-1, 309-2 y 309-3 literales b) y f) del Código Penal 
Dominicano, en perjuicio de la señora Altagracia Brito Ortiz, Evelyn Brito, Ana Rita Durán y 
Alexandra Brito; por haberse presentado pruebas suficientes que comprometen su 
responsabilidad penal fuera de toda duda razonable, en consecuencia se condena a cumplir la 
pena de diez (10) años de prisión en la Penitenciaría Nacional de La Victoria; TERCERO: Declaran 
las costas penales de oficio, a favor del imputado Wanny R. Carderón de los Santos, por tratarse 
de un imputado, asistido por un abogado de la defensa pública, de acuerdo a las disposiciones 
de la Ley 277-04 que crea el Servicio Nacional de Defensa Pública; CUARTO: Declara buena y 
válida en cuanto a la forma la constitución en actor civil interpuesta por las querellantes 
Altagracia Brito Ortiz, Evelyn Brito, Ana Rita Durán y Alexandra Brito, a través de su abogada 
constituida Lcda. Ramona Teresa Torres Muñoz, por haber sido hecha de conformidad con las 
leyes vigentes en el ordenamiento jurídico nacional, en cuanto al fondo condenan al imputado 
Wanny R. Carderón de los Santos, al pago de una indemnización ascendente a la suma de 
Quinientos Mil de Pesos Dominicanos con Cero Centavos (RD$500,000.00), como justa 
reparación por los daños ocasionados por su hecho personal; QUINTO: Se compensan las costas 
civiles; SEXTO: Ordenan a la secretaria de este tribunal notificar la presente sentencia al Juez de 
la Ejecución de la Pena de este Distrito Judicial de la provincia de Santo Domingo, para los fines 
de ley correspondientes; SÉPTIMO: La lectura de la presente Sentencia vale notificación para las 
partes presentes y representadas.

e) que no conforme con esta decisión, el imputado Wanny Calderón de los Santos interpuso 
recurso de apelación, siendo apoderada la Segunda Sala de la Cámara Penal de la Corte de 
Apelación del Departamento Judicial de Santo Domingo, la cual dictó la sentencia penal núm. 
1419-2019-SSEN-00325, en fecha 30 de mayo de 2019, cuyo dispositivo copiado textualmente 
dice lo siguiente: 

“PRIMERO: Rechaza el recurso de apelación incoado por el imputado Wanny Calderón de los 
Santos, a través de su abogado constituido el Lcdo. César E. Marte, defensor público, en fecha 
primero (1) de marzo del año dos mil diecinueve (2019), en contra de la sentencia marcada con 
el número 54803-2018-SSEN-00536, de fecha veintiséis (26) de julio del año dos mil dieciocho 
(2018), dictada por el Primer Tribunal Colegiado de la Cámara Penal del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, por las razones antes establecidas; SEGUNDO: 
Confirma en todas sus partes la sentencia recurrida por los motivos contenidos en la presente 
decisión; TERCERO: Declara el presente proceso exento del pago de costas al haber sido asistido 
el imputado por la defensa pública; CUARTO: Ordena a la secretaria de esta Corte la entrega de 
una copia íntegra de la presente sentencia a cada una de las partes que conforman el presente 
proceso, quienes quedaron citadas mediante sentencia de fecha dos (2) de mayo del 2019, 
emitida por esta Sala, e indica que la presente sentencia está lista para su entrega a las partes 



comparecientes”.

Considerando, que el recurrente, por intermedio de su defensa técnica, alega el siguiente medio 
en su recurso de casación: 

“Primer y Único Medio. Inobservancia o errónea aplicación de disposiciones de orden legal 
referente al artículo 339 del cpp (art. 426)”.

Considerando, que el recurrente, en el desarrollo de su único medio, plantea, en síntesis, lo 
siguiente: 

“Que la Corte no previno lo dispuesto por el legislador para que se tome en cuenta al momento 
de la imposición de la pena incurriendo en el mismo error que el tribunal de primer grado, ya 
que el art. 339 CPP establece: Al momento de fijar la pena, el tribunal toma en consideración, los
siguientes elementos: 1) El grado de participación del imputado en la realización de la infracción,
sus móviles y su conducta posterior al hecho; 2) Las características personales del imputado, su 
educación, su situación económica y familiar, sus oportunidades laborales y de superación 
personal; 3) Las pautas culturales del grupo al que pertenece el imputado; 4) El contexto social y 
cultural donde se cometió la infracción; 5) El efecto futuro de la condena en relación al imputado
y a sus familiares, y sus posibilidades reales de reinserción social; 6) El estado de las cárceles y 
las condiciones reales de cumplimiento de la pena; 7) La gravedad del daño causado en la 
víctima, su familia o la sociedad en general. La Segunda Sala de la Corte de Apelación de Santo 
Domingo incurre en la inobservancia y errónea aplicación del mismo en virtud de que si hubiese 
tomado en consideración por lo menos el apartado 6 del referido artículo, hubiese dado una 
respuesta distinta con relación a la pena impuesta ya que no es desconocimiento de ninguno de 
los administradores de justicia las condiciones de hacinamiento en la Penitenciaría de La Victoria
que es donde se encuentra guardando prisión nuestro asistido. A que la Corte incurre en el 
mismo error de no suplir las falencias de la decisión atacada toda vez que en la misma los nobles
jueces no advierten el hecho de la falta de sustentación para la imposición de una pena tan 
gravosa como lo es la de 30 años (sic) de privación de libertad, a lo que establece la corte que 
fue bien valorado lo previsto en los arts. 338 y 339 del CPP (pag.7 de 10), pero de haber 
observado objetivamente lo motivado en la sentencia de marras no hubiese sido necesaria esta 
pieza recursiva. Por lo anterior es que establecemos que el Tribunal de marras en su sentencia, 
incurre en falta de motivación y en una errónea aplicación del artículo 339 del Código Procesal 
Penal, que establece los criterios de determinación de la pena, al solo valorar aspectos negativos
de los siete parámetros que dicho artículo consagra para imponer al recurrente una pena de diez
(10) largos años, ya que no solo debe motivarse la culpabilidad, sino también tiene 
obligatoriamente que motivarse la sanción, señalando las razones por las cuales obvió referirse a
los criterios consignados en los numerales 2, 3, 4, 5 y 6 del artículo referido, que contemplan los 
aspectos positivos al comportamiento del imputado, dentro de los cuales está: las características
individuales del imputado, su educación, su situación económica y familiar, sus oportunidades 
laborales y de superación personal, el efecto futuro de la condenación, entre otros, corroborado 
esto en Jurisprudencia reciente de la Primera Sala de la Cámara Penal de la Corte de Apelación 
del Distrito Nacional, al pronunciarse sobre el recurso de apelación interpuesto por el ciudadano 
Luis Manuel Mejía de la Rosa, en la sentencia núm. 064-2007, de fecha veintiocho (28) del mes 
de febrero del año dos mil siete (2007), proceso núm. 501-20-00886, pero más aún no valoró lo 
siguiente: a) las condiciones carcelarias de nuestro país, y más aún del recinto penitenciario en 



donde el ciudadano Wanny Calderón de los Santos, se encuentra, que es la Cárcel de La Victoria; 
b) que el ciudadano Wanny Calderón de los Santos, es la primera vez que es sometido a la acción
de la justicia; y c) que las penas de larga duración como en el caso de la especie, que estamos 
sobre la base de una condena de diez (10) largos años, no se compadece con la función 
resocializadora de la pena, pues excluir a un ciudadano por dicho tiempo ante el hecho 
“cometido”, no obstante la pena esté dentro del marco legal, es contrario al Principio de 
Proporcionalidad de la pena”. A que el tribunal de marras no explica las razones por las cuales 
impuso una pena tan alta al ciudadano Wanny Calderón de los Santos, dejando en la 
incertidumbre al recurrente de cuáles fueron las razones por las cuales se le impuso la misma, y 
por este solo vicio la sentencia debe ser revocada”.

Considerando, que respecto al medio propuesto, el cual presenta algunas contradicciones en su 
desarrollo en lo referente a la pena y los criterios establecidos para su imposición, no obstante 
estas incongruencias y haciendo uso del principio de favorabilidad previsto en la Constitución de 
la República; se advierte que el recurrente se queja de que la Corte a qua incurrió en 
inobservancia y errónea aplicación de la ley, ya que no observó los criterios establecidos por el 
legislador en el artículo 339 del Código Procesal Penal, pues alega que de haberlo hecho hubiese
impuesto una pena menos grave, pues solo valoró aspectos negativos de los siete parámetros 
que consagra el referido artículo, obviando referirse a los numerales 2, 3, 4, 5 y 6; alega además 
que el tribunal de marras no explica las razones por las cuales impuso una pena tan alta al 
ciudadano Wanny Calderón de los Santos, y que por este solo vicio la sentencia debe ser 
revocada.

Considerando, que sobre el medio argüido, la Corte a qua tuvo a bien establecer lo siguiente:

“Que con relación al primer motivo planteado por el recurrente, del análisis de la sentencia 
recurrida se evidencia que: a) Que el Tribunal a quo para declarar culpable al hoy recurrente 
Wanny R. Calderón de los Santos e imponerle una pena de 10 años de prisión valoró los 
testimonios de las víctimas: Evelyn Brito (ex pareja del imputado). Ana Rita Durán (madre de 
Evelyn), Altagracia Brito Ortiz, Alexandra Brito y Jerickson Rosado García, quienes coincidieron en
relatar que mientras se encontraban compartiendo en la casa de la familia de Evelyn Brito unas 
cervezas, el mismo se puso agresivo porque su ex pareja se iba del lugar, que este amenazó con 
matarla “esta la mato yo hoy” y cuando iba para arriba de ella, y querer seguirla, intervinieron 
sus familiares y personas que estaban en el lugar, entre estas la madre de la víctima señora Ana 
Rita Durán, a quien golpeó en la cabeza momentos en que esta intervenía ante el 
comportamiento irracional del imputado; Refirió la madre de Evelyn (Ana Rita Durán) que el 
imputado decía que si ella no era para él, no era de nadie; b) Que las declaraciones de todos los 
testigos a cargo coincidieron en establecer que el imputado, amenazó de muerte a su ex pareja, 
golpeó, repartió mordidas, dejó inconsciente a la madre de su ex pareja, por el hecho de que 
este quería que ella permaneciera con él a la fuerza; c) Que las agresiones cometidas por el 
imputado en contra de estas víctimas fueron corroboradas por el resto de la prueba a cargo 
valoradas de forma conjunta y armónica por el Tribunal a quo, entre las que se destacan: Cuatro 
certificados médicos realizados a las víctimas: Evelyn Brito, Alexandra Brito, Altagracia Brito 
Ortiz, Ana Rita Durán, todos de fecha 1 de mayo del año 2017, en las que se establecen 
abrasiones y mordeduras a las víctimas en distintas partes del cuerpo; Que además, en el caso 
de la madre de la ex pareja del imputado (Ana Rita Durán) el certificado médico evidencia mayor
agresividad y lesiones, sumado a que según las declaraciones unísonas de los testigos esta 



quedó inconsciente debido a las agresiones recibidas por parte del imputado. d) Que además, el 
Tribunal a quo aquilató el Informe Psicológico Forense realizado a las víctimas en el cual un 
profesional de la conducta humana, evidenció que conforme a la evaluación de las víctimas, 
madre, y familiares cercanos del entorno de la víctima Evelyn Brito, ex pareja del hoy recurrente,
las mismas resultaron visiblemente afectadas por los hechos en cuestión; e) Que además fueron 
valoradas las declaraciones de los testigos a descargo, Rayneri Turbi Rosado y Eugenia García, de 
las que se evidencia que estas no se encontraban al momento del inicio de la agresión, y que 
cuando llegaron, encontraron una situación de contención hacia el imputado, lo que no hace 
más que corroborar la prueba a cargo; que en el contexto de la declaración de los testigos a 
cargo Altagracia Brito Ortiz expresó textualmente él empezó a darme trompá, él me agarró un 
dedo, lo mordí en un oreja para defenderme”. 

Considerando, que en esa tesitura, el tribunal de alzada, luego de haber valorado y analizado las 
pruebas aportadas por las partes, tuvo a bien concluir lo siguiente: 

“Que, conforme, a la descripción antes dicha, el Tribunal a quo realizó un ejercicio analítico 
conforme a las reglas de la sana crítica, a fin de evaluar la credibilidad de los medios de prueba 
tanto a cargo como a descargo sometidos a su consideración, ejercicio que fue realizado de 
forma correcta satisfaciendo los parámetros de una correcta valoración de pruebas y 
consecuente determinación de hechos más allá de dudas; pues se evidencia que la prueba fue 
precisa y meridiana en la reconstrucción de los hechos que dieron al tras en determinar: 1) Que 
el imputado era la ex pareja de la señora Evelyn Brito, y que en el momento de la ocurrencia de 
los hechos el ambiente y la forma que era tratado el imputado era de camaradería y de 
compartir; 2) Que el imputado se torna agresivo y varía de forma irracional e inexplicable su 
conducta cuando su ex pareja plantea que tiene que marcharse de la casa de sus familiares; que 
esto resultó inconcebible para el imputado, que la aborda de forma agresiva, que amenaza con 
matarla, que quiere a la fuerza que permanezca en el lugar, situación que motivó la intervención 
de los familiares de la víctima, ante la excesiva agresividad del imputado, que golpeó, mordió, 
dejó a víctimas inconscientes y amenazó, conducta propia de los agresores en los supuestos de 
violencia de Género e Intrafamiliar y de violencia contra la mujer. 3) Que de la declaración de la 
ex pareja del hoy recurrente, se evidencia que la conducta agresiva del imputado era reiterada, 
puesto que en una ocasión el imputado la quiso ahorcar, y que por esa conducta no quiso volver 
con la relación, por lo que se refleja un historial de violencia con relación a este caso. 4) Que de 
la prueba incorporada no se logra establecer el alegato de la defensa en el sentido de que el 
imputado estaba en una situación de embriaguez tal que fuera un factor determinante en su 
comportamiento agresivo e irracional, máxime cuando su conducta anterior al hecho se 
caracterizó por ser agresiva y detonante de la separación definitiva de su ex pareja, por lo que 
procede desestimar este aspecto por falta de fundamentos y por no haberse establecido 
supuesto alguno al tenor del artículo 64 del Código Penal Dominicano. 5) Que, con base al 
análisis supra indicado, el tribunal de sentencia, satisfizo los parámetros de la sana crítica y 
reconstruyó los hechos establecidos sobre la base de prueba coherente, verosímil y meridiana, 
por lo cual este motivo carece de fundamentos y debe ser rechazado. Que con relación al tercer 
motivo planteado por el recurrente, del análisis de la sentencia de marras queda evidenciado 
que: a) Que sumado a las consideraciones supra indicadas con motivo de los primeros dos 
motivos, el tribunal a quo para la imposición de una pena de 10 años tomó en consideración la 
gravedad de los hechos establecidos con relación al recurrente, y ante la multiplicidad de 



víctimas y el daño ocasionado a las mismas, esta pena satisfizo los parámetros de la 
proporcionalidad y justicia, por lo que este motivo carece de fundamentos y debe ser rechazado 
junto a las conclusiones que lo acompañan; b) Que es preciso indicar que los criterios de 
determinación de penas conforme al artículo 339 del Código Procesal Penal, no poseen un 
carácter taxativo sino enunciativo, por lo que el obrar del Tribunal al tomar en cuentas algunos 
de estos parámetros fue correcto”.

Considerando, que respecto a la pena impuesta y a los criterios para su imposición, esta Corte de
Casación nada tiene que corregir a lo ponderado por los juzgadores a qua, toda vez que los 
mismos dieron respuesta a la queja del recurrente con una motivación jurídicamente adecuada y
razonable; que en todo caso, y conforme al criterio jurisprudencial constante de esta Sala, los 
criterios establecidos en el artículo 339 del Código Procesal Penal constituyen parámetros a 
considerar por el juzgador a la hora de imponer una sanción, pero no se trata de una imposición 
inquebrantable hasta el punto de llegar al extremo de coartar la función jurisdiccional, toda vez 
que los criterios para la aplicación de la pena establecidos en el referido artículo no son 
limitativos sino meramente enunciativos, en tanto el tribunal no está obligado a explicar 
detalladamente por qué no acogió tal o cual criterio o por qué no le impuso la pena mínima u 
otra pena, pues la determinación e individualización judicial de la sanción es una facultad 
soberana del tribunal y puede ser controlada por un tribunal superior solo cuando esta 
atribución ha sido ejercida de manera arbitraria, cuando se trate de una indebida aplicación del 
derecho o cuando el juez aplica indebidamente los aspectos de la determinación de la pena, 
situaciones que no concurren en la especie; por consiguiente, es suficiente que los jueces 
expongan los motivos de la justificación de la aplicación de la misma, tal y como hizo la Corte a 
qua;

Considerando, que en ese tenor se ha pronunciado el tribunal Constitucional y estableció: …que 
si bien es cierto que el juez debe tomar en consideración ciertas reglas para la imposición de la 
sanción, en principio lo que prima y le es exigible al juez es que la pena impuesta sea cónsona 
con el delito cometido, que esté dentro del parámetro legal establecido por la norma antes de la 
comisión del delito y que esté motivada e impuesta sobre la base de las pruebas aportadas, que 
el hecho de no acoger circunstancias atenuantes, que constituye un ejercicio facultativo o 
prerrogativa del juez y que no puede ser considerado como una obligación exigible al juez . 

Considerando, que acorde a los postulados modernos del derecho penal, la pena se justifica en 
un doble propósito, esto es, su capacidad para reprimir (retribución) y prevenir (protección) al 
mismo tiempo, por lo tanto esta, además de ser justa, regeneradora, aleccionadora, tiene que 
ser útil para alcanzar sus fines; que ante el grado de lesividad de la conducta retenida al 
imputado, por haber transgredido la norma que prohíbe la violencia intrafamiliar y de género, 
consideramos que fue correcto el proceder de la Corte a qua de imponer al imputado la pena de 
diez (10) años de prisión, bajo la modalidad establecida, al confirmar la sentencia de primer 
grado, ya que los jueces además de valorar las características del imputado también deben 
tomar en cuenta el daño a la víctima, y que en el caso de la especie, por tratarse de violencia de 
género e intrafamiliar, ha lesionado el bien jurídico más importante de todo ser humano y la 
tranquilidad de la sociedad; en ese sentido, la pena impuesta se ajusta a los principios de 
legalidad, utilidad y razonabilidad en relación al grado de culpabilidad y la relevancia del hecho 
cometido, ya que la misma le permitirá en lo adelante al encartado reflexionar sobre su accionar 
y reencauzar su conducta de forma positiva, evitando incurrir en este tipo de acciones, propias 



de la criminalidad. 

Considerando, que en ese tenor, la sanción no solo servirá a la sociedad como resarcimiento y 
oportunidad para el imputado rehacer su vida, bajo otros parámetros conductuales, sino que 
además de ser un mecanismo punitivo del Estado a modo intimidatorio, es un método disuasivo,
reformador, educativo y de reinserción social; que en ese sentido, esta Segunda Sala de la 
Suprema Corte de Justicia entiende que la pena impuesta es justa y se encuentra dentro de los 
parámetros establecidos por la norma, la cual conforme al artículo 309-3 del Código Penal 
dominicano se castigara con la pena de cinco a diez años de reclusión mayor a los que sean 
culpables de violencia, cuando concurran uno o varios de los hechos siguientes: ….b) cuando 
causare grave daño a la persona; f) cuando se restrinja la libertad por cualquier causa que fuere; 
por lo que la decisión impugnada no acarrea violación al principio de proporcionalidad alegada 
por el recurrente, el imputado Wanny Calderón de los Santos, quien con su acción amenazó y 
agredió física y verbalmente a las víctimas, en tal sentido, procede rechazar el medio argüido.

Considerando, que la motivación brindada por la corte a qua al confirmar la sentencia 
impugnada resulta correcta, ya que examinó debidamente los medios planteados y observó que 
el Tribunal a quo dictó una sanción idónea y proporcional a los hechos endilgados, los cuales 
fueron probados más allá de toda duda razonable, quedando claramente establecidos los 
motivos por los cuales la corte confirmó la pena de diez años impuesta al recurrente al haber 
transgredido las disposiciones contenidas en los artículos 305, 309-1, 309-2, 309-3 literales b y f 
del Código Penal, así como los criterios acogidos para la imposición de dicha pena, conforme lo 
prevé el artículo 339 del Código Procesal Penal; por lo que la sanción se encuentra dentro del 
rango legal y acorde a los hechos. 

Considerando, que el estudio de la decisión impugnada, de cara a contactar la procedencia de lo 
argüido en el memorial de agravios, evidencia que, contrario a lo establecido, la Corte a qua, al 
conocer sobre los méritos del recurso de apelación interpuesto, tuvo a bien ofrecer una clara y 
precisa indicación de su fundamentación, lo que ha permitido a esta Alzada determinar que ha 
cumplido con el mandato de ley, constituyendo las quejas esbozadas una inconformidad de la 
parte recurrente con lo decidido, más que una insuficiencia motivacional de los puntos atacados 
en apelación, ante la defensa negativa realizada por el imputado en las distintas instancias y al 
haber quedado destruida la presunción de inocencia que le asiste, a través de la valoración 
racional del cuadro probatorio; por consiguiente, procede desestimar el presente recurso de 
casación, de conformidad con lo establecido en el artículo 427.1 del Código Procesal Penal, 
quedando confirmada la decisión recurrida.

Considerando, que el artículo 246 del Código Procesal Penal dispone: Imposición. Toda decisión 
que pone fin a la persecución penal, la archive, o resuelva alguna cuestión incidental, se 
pronuncia sobre las costas procesales. Las costas son impuestas a la parte vencida, salvo que el 
Tribunal halle razones suficientes para eximirla total o parcialmente: que en la especie procede 
eximir al imputado del pago de las costas, por estar asistido por un abogado de la defensa 
pública.

Considerando, que el artículo 438 del citado código establece lo siguiente: Desde el momento en
que la sentencia condenatoria es irrevocable, será ejecutada. Si el condenado se halla en 
libertad, el ministerio público dispone lo necesario para su captura sin trámite posterior, con la 
obligación de informar al juez de la ejecución en las cuarenta y ocho horas. El secretario del juez 



o tribunal que dictó la sentencia la remite dentro de las cuarenta y ocho horas al juez de la 
ejecución, para que proceda a inscribirla en sus registros y hacer los cómputos correspondientes 
cuando el condenado deba cumplir pena privativa de libertad. En el plazo de las setenta y dos 
horas el juez de la ejecución notifica al imputado el cómputo de la sentencia, pudiendo requerir 
presentación del condenado. El juez ordena la realización de todas las medidas necesarias para 
cumplir los efectos de la sentencia.

Considerando, que en apego a lo dispuesto en los artículos 437 y 438 del Código Procesal Penal, 
modificados por la Ley núm. 10-15; y la resolución marcada con el núm. 296-2005 del 6 de abril 
de 2005, contentiva del Reglamento del Juez de la Ejecución de la Pena para el Código Procesal 
Penal, emitida por esta Suprema Corte de Justicia; copia de la presente decisión debe ser 
remitida, por la secretaría de esta alzada, al Juez de la Ejecución de la Pena del departamento 
judicial correspondiente, para los fines de ley.

Considerando, que el presente caso fue deliberado, según consta en acta correspondiente, 
empero, en virtud de que en la fecha pautada para la lectura de la decisión, el magistrado Fran 
Euclides Soto Sánchez, se encuentra de vacaciones, la decisión no contendrá su firma, en 
aplicación de las disposiciones del artículo 334.6 del Código Procesal Penal. 

Por tales motivos, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia,

FALLA:

Primero: Rechaza el recurso de casación interpuesto por Wanny Calderón de los Santos contra la 
sentencia penal núm. 1419-2019-SSEN-00325, dictada por la Segunda Sala de la Cámara Penal 
de la Corte de Apelación del Departamento Judicial de Santo Domingo el 30 de mayo de 2019, 
cuyo dispositivo se encuentra copiado en parte anterior de esta decisión; 

Segundo: Exime al recurrente del pago de las costas, por estar asistido de la defensa pública; 

Tercero: Ordena al secretario general de esta Suprema Corte de Justicia notificar la presente 
decisión a las partes y al Juez de la Ejecución de la Pena del Departamento Judicial de Santo 
Domingo, para los fines correspondientes.

Firmado: Francisco Antonio Jerez Mena, Fran Euclides Soto Sánchez, María G. Garabito Ramírez, 
Francisco Antonio Ortega Polanco, Vanessa E. Acosta Peralta. César José García Lucas. Secretario 
General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los señores Jueces que figuran en su 
encabezamiento, en la audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue firmada, leída
y publicada por mí, Secretario General, que certifico.
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